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DERECHO DE PETICIÓN / RECONOCIMIENTO PENSIONAL SEGÚN CONVENIOS INTERNACIONALES / NO HAY VULNERACIÓN / ENTIDAD ESPAÑOLA NO HA SUMINISTRADO INFORMACIÓN NECESARIA PARA RESOLVER DE FONDO / AUSENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE. “En el presente asunto, le asiste razón en principio al accionante al indicar que efectivamente dicho término se encuentra superado, en tanto la petición pensional fue radicada en enero 4 de 2016, sin que a la fecha por parte de COLPENSIONES se le hubiera dado respuesta de fondo; no obstante ello, se observa una situación que le impide a la entidad el cumplimiento de ese plazo y es el relativo a que por parte del Instituto Nacional de Seguridad Social -I.N.S.S.- de la Dirección Provincial de Madrid (España), no se han enviado los formatos ESCO-02 donde se certifique los tiempos de cotización para pensión que en ese país efectuó la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI. (…) [S]i bien por parte de COLPENSIONES no se ha resuelto de fondo la petición prestacional reclamada por la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI ORTIZ, ello no se presenta como una evasiva para resolver el asunto -como así lo entiende el recurrente- sino por cuanto se necesita de la información de su par en España, esto es el I.N.S.S., con el fin de establecer los tiempos de cotización para pensión que en ese país efectuó la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI, lo cual a la fecha aún no se ha arrimado. (…) [S]olo le resta esperar que la entidad homóloga en España realice lo pertinente, sin que exista en el Acuerdo Administrativo para la aplicación del Convenio suscrito entre Colombia y España, mecanismo alguno que le permita “exigir” a COLPENSIONES que “ese país dé respuesta inmediata a la información requerida”, como así lo da a entender el recurrente. (…) [S]alvo lo manifestado por la actora, no se arrimó prueba siquiera sumaria de tal insolvencia, desconociéndose entonces como ha subsistido por los 7 años que dice haber tratado de obtener su pensión de vejez, de lo cual no se aportó elemento probatorio alguno. A consecuencia de ello se debe presumir que la actora podrá solventar su condición económica hasta que se resuelva lo pertinente ante COLPENSIONES, por lo cual no emerge como urgente e indispensable la intervención del juez constitucional.”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU 975 de 2003 / Sentencia C-1024 de 2004 / Sentencia T-121 de 2014 / Sentencia T-043 de 2009 / Sentencia T-149 de 2013.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, tres (03) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                 Acta de Aprobación N° 1006
                                                                   Hora: 8:20 a.m.                                
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado de la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI ORTIZ frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-.

2.- DEMANDA 

Informa al apoderado de la señora ECHEVERRI ORTIZ, que en enero 4 de 2016 radicó reclamación ante COLPENSIONES para solicitar el reconocimiento y pago de la pensión de vejez mediante convenios internacionales sin que a la fecha y transcurridos más de 4 meses hubiera dado respuesta alguna, agrega que la actora es una persona de la tercera edad, sin ayuda de ninguna índole, y aunque desde hace más de 7 años ha anhelado tal prestación, la entidad se ha mostrado renuente a responderle concretamente, pese a que ha laborado por más de 30 años.

Pide se tutele el derecho fundamental de petición en conexidad con la seguridad y vida digna de la señora ECHEVERRI ORTIZ y se ordene a COLPENSIONES que la incluya en nómina.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y dispuso correr traslado de la misma a diversos funcionarios de COLPENSIONES –Gerente Seccional, y Nacionales de Reconocimiento, Nómina, Atención al Ciudadano y Atención al Afiliado-, y dispuso vincular al Ministerio del Trabajo. Al respecto se pronunciaron los siguientes, dentro del término concedido:

- El Gerente Nacional de Atención al Afiliado informa que no es el obligado a dar respuesta a  la petición elevada en tanto la misma radica en cabeza del Gerente Nacional de Reconocimiento, por lo cual pide su desvinculación del trámite.

- El Vicepresidente Jurídico y Secretario General  expresa, luego de hacer alusión a la Ley 1112/06 relativa a la aplicación del Convenio de Seguridad Social entre el Reino de España y Colombia expresa que revisado el expediente se encontró que la petición fue radicada en Colombia y se procedió a diligenciar los formularios COES-02 los que remitió en mayo 12 de 2016 al Ministerio de Trabajo como organismo de enlace, el cual a su vez los envió en mayo 25 al Reino de España para solicitar los formularios ESCO-02 y dar trámite así a la pensión de sobreviviente radicada por la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI ORTIZ, situación de la cual fue enterada la actora por oficio de septiembre 16 de 2016.  Estima haber adelantado las funciones que se encuentran en el marco de su competencia, para resolver de fondo lo reclamado, encontrándose a la espera de que el Ministerio del Trabajo allegue los documentos requeridos a España para determinar lo pertinente.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que decidió negar la acción de tutela al considerar que existen otros medios de defensa a los cuales puede acudir para que se ordene el reconocimiento pensional, máxime que éste no se ha surtido plenamente, en tanto el Gobierno de España no ha remitido la información requerida y del trámite adelantado se le ha comunicado a la actora, lo que implica que COLPENSIONES  gestionó lo adecuado para atender la pretensión de la accionante y si bien no se le ha resuelto, ha sido por cuanto se debe esperar la documentación del Instituto Nacional de la Seguridad Social de España, sin que le sea dable al Estado Colombiano por vía de tutela impartirle orden alguna por tratarse de una autoridad extranjera.

Proferido el fallo se recibió respuesta del Ministerio de Salud, en el que además de hacer alusión a la competencia que le asiste de conformidad con la Ley 1112/06 expresa que en el caso específico se realizaron los trámites correspondientes, al enviarse en mayo 25 de 2016 a la Dirección Provincial de Madrid -España- la solicitud pertinente la cual se reiteró en septiembre 23 de 2016, sin que a la fecha el Instituto Nacional de Seguridad Social -I.N.S.S.- se haya pronunciado al respecto, para continuar con el procedimiento establecido en el referido Acuerdo. Pide se desestimen las pretensiones de la tutela.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, el apoderado de la accionante indica que hay una vulneración clara al derecho de petición de su agenciada al contar con 4 meses para resolver la misma y la demora que justifica COLPENSIONES no es más que  una evasiva para responder, máxime que han transcurrido más de 10 meses, pese a que existen unos mecanismos de presión que puede usar COLPENSIONES para que den  respuesta a los formatos que hacen falta para decidir la solicitud prestacional, lo que implica una omisión de la entidad. Agrega que mientras se da esa espera ALBA LUCÍA debe pasar necesidades, pues al basarse en teorías ambiguas, no es clara la posición de garante del Estado frente a sujetos de especial protección, en tanto siempre habrá una excusa para no proteger un derecho fundamental. Pide en consecuencia se revoque la sentencia proferida y se ordene a COLPENSIONES responder su petición.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y Título 3, Capitulo 1 del Decreto 1069/15.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la presente acción. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En el presente caso, la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI concurre ante el juez constitucional, por intermedio de apoderado, con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera quebrantado por COLPENSIONES, al no haber resuelto la pensión de vejez por convenios internacionales que radicara en enero 4 de 2016.
Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un mecanismo de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún medio ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
Y en materia pensional, el artículo 9º Ley 797/03 señala que las distintas autoridades tienen un plazo de 4 meses para pronunciarse acerca del reconocimiento pensional, situación ésta que ha sido debidamente decantada por el máximo órgano de la jurisdicción constitucional en diversos pronunciamientos
. 

En el presente asunto, le asiste razón en principio al accionante al indicar que efectivamente dicho término se encuentra superado, en tanto la petición pensional fue radicada en enero 4 de 2016, sin que a la fecha por parte de COLPENSIONES se le hubiera dado respuesta de fondo; no obstante ello, se observa una situación que le impide a la entidad el cumplimiento de ese plazo y es el relativo a que por parte del Instituto Nacional de Seguridad Social -I.N.S.S.- de la Dirección Provincial de Madrid (España), no se han enviado los formatos ESCO-02 donde se certifique los tiempos de cotización para pensión que en ese país efectuó la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI.
Mírese que el mismo apoderado señala, con meridiana claridad, que la petición radicada ante COLPENSIONES se hizo para que a la accionante se le otorgara el reconocimiento y pago de la pensión de vejez mediante convenios internacionales. y para el efecto se debía dar aplicación a lo contenido en la Ley 1112/06 y en el Acuerdo Administrativo para la aplicación del Convenio de Seguridad Social entre el Reino de España y la República de Colombia de enero 28 de 2008, del cual se desprende que los organismos de enlace -cuya obligación es el intercambio de la información para la aplicación del referido Convenio- son el Ministerio de Trabajo de Colombia y el Instituto Nacional de la Seguridad Social -I.N.S.S.- y el Instituto Social de la Marina -I.S.M.-.

El canon 28 de la Ley 1112/06 dispuso que las entidades competentes -para el caso de Colombia sería COLPENSIONES y en España las Direcciones Provinciales del I.N.S.S., el I.S.M. y la Tesorería General de la Seguridad Social- se encargarán de estudiar, tramitar y decidir las peticiones presentadas para el reconocimiento a que alude el aludido Convenio, habiéndose establecido mediante Circular Interna del 08 de abril 20 de 2014 por parte de COLPENSIONES el trámite que se debe efectuar cuando el peticionario reside en Colombia, del cual se desprende que una vez elevada la solicitud se debe firmar el formulario respectivo (CO/ES-01, CO/ES-02 y CO/ES-03) el cual se remitirá al Ministerio del Trabajo para que éste pida al Gobierno Español el formulario pertinente (ES/CO-01, ES/CO-02 y ES/CO-03), allegándose también la reclamación presentada, y recibida la información de España por parte de COLPENSIONES se adoptará el acto administrativo a que hubiere lugar. Igualmente, en el numeral 6°, artículo 8º del Acuerdo que permite aplicar el Convenio, se indicó que: “los plazos para el reconocimiento de prestaciones empezarán a contar una vez obren en poder de las instituciones competentes los datos y documentos necesarios para resolver.”.  

En el caso concreto, se tiene que recibida por parte de COLPENSIONES la solicitud pensional por parte de la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI, y como quiera que para su otorgamiento se debía acudir a lo reglado en la Ley 1112/06, se procedió a diligenciar los formularios COES-02 los cuales envió al Ministerio del Trabajo como organismo de enlace mediante oficio de mayo 12 de 2016. Cartera ésta que a su vez por oficio de mayo 25 de 2016 remitió al Reino de España la comunicación pertinente para que se tramitaran los formularios ESCO-02, lo cual le fue informado a la actora por intermedio de su apoderado por parte de COLPENSIONES por oficio de septiembre 16 de 2016.

Aunado a lo anterior y con ocasión del trámite constitucional, se aprecia que por parte del Ministerio del Trabajo requirió por oficio de septiembre 23 de 2016 a la Dirección Provincial de Madrid el envío de los formularios ESCO-02, en su condición de organismo de enlace.

De lo anterior se observa con meridiana claridad que si bien por parte de COLPENSIONES no se ha resuelto de fondo la petición prestacional reclamada por la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI ORTIZ, ello no se presenta como una evasiva para resolver el asunto -como así lo entiende el recurrente- sino por cuanto se necesita de la información de su par en España, esto es el I.N.S.S., con el fin de establecer los tiempos de cotización para pensión que en ese país efectuó la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI, lo cual a la fecha aún no se ha arrimado.
Así las cosas, si bien es claro que la normativa Colombiana instituye que las solicitudes de pensión deben ser resueltas en un término de cuatro (4) meses, de haberse elevado las mismas en circunstancias normales, esto es, sin necesidad de acudir a los convenios internacionales, no quedaría duda alguna para la Sala que COLPENSIONES ante la omisión en responder habría vulnerado el derecho fundamental de petición; empero, en el caso objeto de estudio, la Corporación no encuentra configurada tal afectación, como también lo consideró el a quo, en tanto la resolución del asunto no depende exclusivamente de COLPENSIONES porque requiere del concurso de una entidad extranjera -I.N.S.S.- ya que sin los datos que éste debe aportar en el formulario ESCO-02 no  se podría entrar a definir si a la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI le asiste el derecho a la pensión de vejez que exige, bajo el entendido que dicha entidad es la encargada de certificar el tiempo que laboró en España -el cual se desconoce por cuanto de ello no se dijo nada- y que seguramente debe acreditar para cumplir con la densidad de semanas que necesita para obtener tal prestación.

Bajo ese entendido, la acción constitucional no tenía vocación de prosperidad, por cuanto el trámite ordinario ante COLPENSIONES aún no se ha agotado, y si bien han transcurrido más de 10 meses desde que se asentó la reclamación, ello no se le puede endilgar a esta entidad, pues la misma adelantó el procedimiento que le correspondía y solo le resta esperar que la entidad homóloga en España realice lo pertinente, sin que exista en el Acuerdo Administrativo para la aplicación del Convenio suscrito entre Colombia y España
, mecanismo alguno que le permita “exigir” a COLPENSIONES que “ese país dé respuesta inmediata a la información requerida”, como así lo da a entender el recurrente.
Aunque el recurrente reclama la tutela en favor de la señora ALBA LUCÍA ECHEVERRI al predicar la falta de recursos económicos y considerar con ello vulnerado su mínimo vital,  aunado a la falta de protección Estatal a las personas que requieren especial protección, estima esta Corporación que salvo lo manifestado por la actora, no se arrimó prueba siquiera sumaria de tal insolvencia, desconociéndose entonces como ha subsistido por los 7 años que dice haber tratado de obtener su pensión de vejez, de lo cual no se aportó elemento probatorio alguno. A consecuencia de ello se debe presumir que la actora podrá solventar su condición económica hasta que se resuelva lo pertinente ante COLPENSIONES, por lo cual no emerge como urgente e indispensable la intervención del juez constitucional.

Así las cosas, no es posible una determinación diferente a la de acompañar la providencia proferida por el funcionario a quo.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Véase entre otras: Sentencia SU 975 de 2003, C-1024 de 2004, T-121 de 2014.





� https://www.minsalud.gov.co/pension/Documents/Acuerdo%20III%20Acuerdo%20Administrativo%20para%20la%20Aplicaci%C3%B3n%20del%20Convenio.pdf
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